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En el convulso siglo XX, a pesar de las consecuencias destructivas de sus sacudidas 
bélicas, las actuaciones administrativas en torno al reconocimiento, reglamentación y 
salvaguarda del patrimonio artístico–cultural, también escribieron brillantes páginas. 
En el caso español, donde tanto había por hacer y preservar, uno de sus capítulos más 
significativos y trascendentes precisamente se escribió durante los días de la joven 
II República y el período de excepción de la Guerra Civil, que incluyó la puesta a 
prueba de las iniciales y bienintencionadas normativas republicanas. Al frente del im­
pulso de esta ingente labor, aunque puntualmente se implicara a diferentes adminis­
traciones, entidades oficiales y personalidades, principalmente estuvo, de una forma 
efectiva, la Dirección General de Bellas Artes —en adelante DGBA—, alto departa­
mento del Ministerio de Instrucción Pública y Bellas Artes —en adelante MIPBA—, 
que dentro de la administración estatal era al que competía diseñar y encauzar la pro­
tección del patrimonio artístico español o —por emplear la terminología de la época— 
el “tesoro artístico” de la nación.
Las dos principales personalidades que, en ambos momentos, estuvieron al frente 
de dicha DGBA fueron el abogado e historiador del arte Ricardo de Orueta (Málaga, 
1868–Madrid, 1939), erudito hombre de letras y visión preservadora y científica del 
patrimonio, y el joven cartelista y publicista Josep Renau (Valencia 1907–Berlín 
1982), hombre creativo de acción y compromiso, con clara visión promocional de 
las actuaciones artístico–culturales. Se trató, pues, de una combinación y sucesión en 
tiempos de paz y guerra que, en mi opinión, pese a la discontinuidad o interrupción 
en el mandato del primero y luego a la imperiosa necesidad de atender a la inciden­
cia bélica, fue especialmente positiva y logró dotar a los años treinta y a la gestión 
republicana de un perfil específico y característico, del que sobresaldría la especial 
sensibilidad y preocupación por el cuidado, preservación y divulgación de nuestro 
patrimonio artístico–cultural.
* Este trabajo se vincula al proyecto Arte y artistas españoles dentro y fuera de la dictadura 
franquista (MICINN, PN 2008–2011, Ref. HAR2008–00744).
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Referidos a esta convulsa e imprescindible década, además, ambos Directores 
Generales de Bellas Artes también fueron los que durante más tiempo ejercieron 
el cargo, lo que les permitió desarrollar una acción más continuada. Comparada su 
gestión con las de otros regidores del departamento durante la II República y la Gue­
rra Civil, las de Orueta y Renau destacan por su clara orientación y su continuidad. 
Cierto que, en la del primero, medió la interrupción de los gobiernos de derechas del 
bienio radical–cedista, y que, en la del segundo, el curso de la guerra impuso muchas 
medidas. Pero también es verdad que, aún con ello, el malagueño sería el Director 
General de Bellas Artes republicano que más tiempo permaneció en el cargo y quien 
aplicó unas normativas más amplias y duraderas; al igual que, el valenciano, no sólo 
fue quien más continuó en este puesto durante la guerra, sino también quien promo­
vió las medidas de mayor calado y desplegó las labores más sostenidas e interesantes 
del momento.
Es así como, el departamento ministerial que ambos rigieron, consiguió, primero 
con Orueta, poner en marcha una actuación orientada, principalmente, a la creación 
de unas estructuras y reglamentación que sirvieran de base y marco legal para do­
cumentar, registrar y preservar nuestro patrimonio artístico. Luego, con el valen­
ciano y respondiendo a las circunstancias de excepción que imponía la complica­
ción bélica, logró orientar las acciones más destacadas a reorganizar y centralizar 
las estructuras de gestión, procurando tener protegido y bajo control ese patrimonio 
—cerca del errante Gobierno en el caso de los objetos muebles más notables— y 
sacar rendimiento propagandista a la esmerada actuación de salvaguarda patrimonial 
desarrollada.
Estos dos Directores Generales, por tanto, son los que, desde mi punto de vista, 
mejor reflejan la acción tutelar y preservadora que ejerció la II República sobre el 
patrimonio artístico. una labor que, como queda dicho, esencialmente se encauzó y 
gestionó a través de la citada DGBA1 y que, aunque pasó por diferentes orientaciones 
—en muy buena medida dependientes de los responsables que rigieron este departa­
mento, sus vínculos políticos y las complejas circunstancias sociales y de gobernabi­
lidad—, tuvo en Orueta y Renau a sus dos principales promotores. 
Los inicios de este peculiar proceso tutelar y las razones de su temprana presencia 
e importancia entre las miras políticas hay que situarlos, desde mi punto de vista, 
prácticamente junto al advenimiento mismo de esta joven II República Española, 
con cuya mera proclamación ya aparecieron tanto, por un lado, los primeros excesos 
y desmanes contra conventos e iglesias, protagonizados por manifestantes incontro­
lados, como, por otro, el continuado expolio a través de la venta de bienes artísti­
cos por parte de la nobleza y el clero. Lo cual, a su vez, aparejó un rápido impulso 
1 A este aspecto, bajo el título “La II República Española ante la salvaguarda del patrimonio 
artístico y la guerra civil”, he dedicado un texto en el catálogo de la exposición Arte salvado 
(Madrid, Sociedad Estatal de Conmemoraciones Culturales, 2010), comisariada por Arturo Co­
lorado, al que remito tanto para ampliar el soporte bibliográfico como para contextualizar mejor 
la actuación de los directores generales en los que me centraré.
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regulador y actualizador de la gestión del patrimonio histórico–artístico, sumado a la 
sensibilizada y encadenada actuación preventiva de sus principales Directores Gene­
rales de Bellas Artes antes y durante la Guerra Civil.
La sucesiva y encomiable labor de salvaguarda del patrimonio que impulsaron 
estos responsables, a pesar de las distintas instrucciones y procedimientos, es sa­
bido que culminaría en la conocida y arriesgada hazaña de evacuar una muy selecta 
parte de nuestro patrimonio artístico mueble fuera de España, con objeto de ponerla 
bajo el amparo internacional. Para entonces, ni Orueta ni Renau se hallaban ya al 
frente de la DGBA; aunque, ciertamente, sin las previas disposiciones impulsadas 
por ellos, este departamento sin duda no hubiera podido coronar su labor protectora 
y hacerla especialmente visible con esa singular y brillante medida apoyada por un 
comité internacional de expertos, que luego nos permitiría recuperar casi ileso el 
tesoro artístico peregrino.
Con todo, las gestiones fundamentales que promovieron cada uno de ellos, aun­
que adaptadas a las circunstancias del momento y finalmente complementarias, 
fueron muy diferentes y estuvieron llenas de matices, por lo que seguidamente las 
analizaremos con más detalle.
 
1. La gestión de corte institucionista de Ricardo de Orueta
(Abril 1931–septiembre 1936) 
Podemos hacer partir de 1900 los propósitos más efectivos de la administración es­
pañola por dotarse de una alta y permanente estructura que velara por la protección 
y promoción de nuestro patrimonio artístico–cultural, como evidenció la creación 
en esa fecha del MIPBA. Entre las atribuciones de este nuevo ministerio, se le con­
firieron las concernientes a “Bellas Artes, Archivos, Bibliotecas y Museos” y, al 
objeto de que rigiera y gestionara esos cometidos, pronto se estableció en su seno 
la DGBA. Ésta se articuló en una serie de secciones, entre las que —a partir de las 
normas reorganizadoras de julio de 1929 y enero de 1930— adquirió gran relevancia 
la sección del tesoro Artístico, que, además de dividir España en seis zonas de pro­
tección presididas por un arquitecto, se estructuró en cuatro importantes negociados 
que articulaban su labor2. Con la llegada de la II República en 1931, sus obligaciones 
no variaron mucho; aunque sí hubo, sumado a un renovado impulso que reactivó las 
estructuras, un serio cambio de orientación e ideario, favorecedor de la responsabi­
lidad del Estado y las administraciones públicas en la protección del patrimonio, lo 
2 Los negociados fueron: 1) Declaración de Monumentos y de la riqueza perteneciente al tesoro 
Artístico Nacional. Obras de conservación y restauración; 2) Excavaciones y antigüedades. 
Valoraciones. Adquisición y exportación de obras de arte. Juntas de Patronato; 3) Edificios de­
pendientes de la DGBA: construcción y conservación. Arrendamientos. Personal. Inspección 
de monumentos y edificios del MIPBA; y 4) Fichero monumental y de artistas.
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cual fue seguido de nuevas y abundantes regulaciones y reordenaciones de la gestión 
y de crecientes reestructuraciones y transferencia de competencias.
El pionero impulsor de las transformaciones que acometió el nuevo régimen a 
través de DGBA, cuyas amplias competencias prácticamente la convertían en un 
pequeño Ministerio de Cultura actual, fue nuestro abogado y erudito malagueño 
Ricardo de Orueta y Duarte, viejo republicano, afín a los institucionistas e inves­
tigador sobre escultura del Centro de Estudios Históricos (CEH) de la Junta para 
Ampliación de Estudios (JAE). Como se avanzó, la II República le puso al frente de 
este departamento ministerial en dos ocasiones diferentes y de gran trascendencia. 
Así, desde la misma llegada del Gobierno Provisional, primero ocupó este cargo de 
Director General entre abril de 1931 y diciembre de 1933, y luego, tras la victoria 
del Frente Popular, entre febrero y septiembre de 1936. Es decir, fue el responsable 
de la DGBA primero durante la etapa provisional, todo el bienio reformista y los 
dos primeros gobiernos del bienio radical–cedista y, luego, durante los cinco prime­
ros gobiernos frentepopulistas. Sólo estuvo apartado del cargo, por tanto, durante el 
intervalo de los diez últimos e inestables gobiernos de centro–derecha (diciembre 
de 1933 a febrero de 1936), en los cuales fue ocupado efímeramente por Eduardo 
Chicharro y Antonio Dubois García, pues en septiembre de 1935, la DGBA incluso 
fue suprimida. Con ello, a pesar de los veintiséis meses que duró su alejamiento, el 
malagueño se convirtió tanto en el primer y más duradero Director General del ramo 
que tuvo el nuevo régimen, como luego también en el primero de la etapa bélica, con 
lo que ello trajo de apremio y responsabilidad de la gestión.
En ambas ocasiones, de hecho, de inmediato se impuso la salvaguarda de nuestro 
patrimonio artístico y el afán por procurar su documentación, su catalogación y la 
creación de una normativa legal y unas estructuras administrativas que lo estudiaran, 
registraran y preservaran. Su responsabilidad en la nueva política artística fraguada 
en aquellos agitados años de andadura de la joven República fue manifiesta y de 
especial alcance. Así, ciertamente, si en 1931, como primer Director General Bellas 
Artes republicano, hubo de comenzar su gestión orientándola hacia la prevención 
de los desenfrenos contra el patrimonio y su expolio, poniendo en marcha algunas de 
las más interesantes medidas legislativas para su preservación —como, entre otras, la 
tan perdurable Ley del tesoro Artístico de 1933, que estuvo en vigor hasta 1985—; 
en 1936, hallándose de nuevo en el mismo cargo al estallar la guerra, igualmente le 
correspondió, por segunda vez, hacer frente a los excesos iniciales contra el patri­
monio histórico–artístico, para lo que —aparte de aplicar urgentes medidas como la 
de creación de la Junta de Incautación y Protección— le fue muy útil la experiencia 
anterior y las disposiciones legislativas fomentadas entonces.
 Aunque no se puede entrar a detallar aquí toda la actuación impulsada por este 
comprometido y trascendente abogado e historiador del arte3, si hay que aclarar que 
3 A su figura y gestión de la DGBA he dedicado dos recientes trabajos en los que se puede am­
pliar la información: “La Dirección General de Bellas Artes republicana y su reiterada ges­
tión por Ricardo de Orueta”, Archivo Español de Arte, nº 326, vol. LXXXII, Madrid, CSIC, 
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sus esquemas conductores fueron principalmente los heredados del regeneracio­
nismo y el institucionismo. De forma genérica, igualmente, se deben enmarcar en 
esos mismos patrones no sólo la labor proteccionista del patrimonio que protago­
nizó o incentivó, sino también la orientación misma de las normas reguladoras y 
de gestión que logró impulsar y desarrollar durante el tiempo que rigió el citado 
departamento. Incluso hay que recordar, en el mismo sentido, que su mantenimiento 
en el puesto por diferentes gobiernos durante casi tres años y medio, la debió Orueta 
al acceso a la dirección del MIPBA de cuatro ministros institucionistas de centro–iz­
quierda: Marcelino Domingo, Fernando de los Ríos y Francisco y Domingo Barnés, 
quienes le convirtieron en el Director General de Bellas Artes republicano que más 
tiempo desarrolló esta responsabilidad4.
En el marco de esa impronta institucionista, la línea seguida por los diferentes 
gobiernos republicanos en materia de Bellas Artes, sin duda concedieron una im­
portancia máxima a la conservación y fomento del rico legado histórico–cultural 
español, poniendo sumo cuidado tanto en actualizar e innovar en los procedimientos 
y estructuras de enseñanza, tutela y promoción, como en equiparse —respetando las 
propias señas de identidad— al progreso y modernización visible en el exterior. Ello 
impuso, como tarea prioritaria, sobre todo la elaboración de una nueva legislación 
sobre la protección de nuestro patrimonio y la reorganización de las estructuras exis­
tentes, lo que sería básico para los tiempos bélicos que se avecinaban. En segundo 
término, también impulsó la reforma de los mecanismos académico–educativos y 
de promoción de la vanguardia y el arte, aunque esto de manera más fluctuante e 
interesada en la avenencia de lo nuevo con lo viejo.
No hay que pensar, sin embargo, que la actuación y los retos fueron iguales en 
todos los periodos de la II República, ni mucho menos. Pero, ciertamente, el mismo 
Gobierno Provisional, con Marcelino Domingo a la cabeza del MIPBA y Orueta de 
la DGBA, ya hubo de hacer frente prioritario a la protección del patrimonio, enca­
rándose especialmente con las posibilidades de venta de bienes que tenía la Iglesia 
y la nobleza; para lo cual, entre mayo y julio de 1931, impulsó varios decretos ten­
dentes a tomar medidas urgentes que evitaran expolios. Las normas más importantes 
sin duda fueron el Decreto de 22–V–1931, que reguló la enajenación de inmuebles 
y objetos artísticos, históricos o arqueológicos, sometiéndola a la previa autoriza­
ción del MIPBA —los objetos muebles— y el preceptivo informe de la DGBA —los 
abril–junio 2009, pp. 169–193, y “Ricardo de Orueta y la Dirección General de Bellas Artes 
durante la II República y la guerra civil”, en CABAñAS BRAVO, M.; LÓPEZ–YARtO, A. y 
RINCÓN, W. (Coord.): Arte en tiempos de guerra, Madrid, CSIC, 2009, pp. 465–482.
4 De hecho, estuvo en el cargo tras dos nombramientos iniciales del ministro Marcelino Do­
mingo —primero a la llegada del Gobierno Provisional en 1931 y luego a del Frente Popular 
en 1936—, seguidos de las confirmaciones de los otros ministros. Es decir, Orueta completó su 
primer mandato (23–IV–1931 a 26–XII–1933) con las confirmaciones de los sucesivos gobier­
nos de izquierda y los primeros de centro–derecha (los de Azaña, Lerroux y Martínez Barrio); 
y el segundo (24–II–1936 a 9–IX–1936) con las de los primeros gobiernos frentepopulistas (los 
de Azaña, Barcia, Casares Quiroga, Martínez Barrio y Giral).
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inmuebles—, y el Decreto de 27–V–1931, que, con intención de evitar la pérdida o 
el deterioro de obras de arte, estableció para las que estuvieran en peligro el proce­
dimiento para su incautación y depósito en los Museos Provinciales o en los Museos 
Nacionales; siendo esta norma la que, cuando estallara la guerra, más le sirvió de 
apoyo a Orueta —y luego a sus sucesores— para disponer las primeras medidas y 
actuaciones administrativas de incautación y protección. 
Igualmente, dentro de sus disposiciones proteccionistas y preventivas, mediante 
varias de ellas (el Decreto de 3–VII–1931 y la Orden del MIPBA de 11–VII–1931, 
cuyas normativas se convirtieron en la Ley de 10–XII–1931) se reguló y pusieron 
límites a la exportación, la enajenación y los tipos de inmuebles, objetos artísticos, 
arqueológicos o históricos afectados (sólo los considerados de una antigüedad mayor 
a cien años), se estableció el derecho de tanteo a favor del Estado y se actualizó la 
vigencia de la ley desamortizadora que impedía a la Iglesia ser propietaria de sus 
bienes.
Al mismo tiempo, se creó el Fichero de Arte Antiguo en el CEH (Decreto de 13– 
VII–1931), con objeto de elaborar un inventario gráfico de bienes e inmuebles his­
tórico–artísticos. Si bien, aún fue mucho más demostrativo de la línea proteccionista 
emprendida el Decreto de 4–VI–1931, por el cual 731 monumentos y conjuntos 
arquitectónicos y arqueológicos fueron declarados monumentos histórico–artísticos 
pertenecientes al tesoro Nacional. Abultadísima declaración que incluía iglesias, 
monasterios, castillos, palacios, murallas, despoblados y yacimientos y que no tenía 
precedentes de tanto alcance, pues la totalidad de los inmuebles declarados ante­
riormente apenas si llegaban al centenar y no incluían todas las provincias, como 
ocurriría a partir de ahora.
Además, también se comenzó a reestructurar y depurar el antiguo Patrimonio de 
la Corona, con objeto de pasarlo, cuando fuera posible, a la gestión y disfrute de los 
municipios y sus ciudadanos; como ocurrió ahora al Municipio de Sevilla, al que 
se le cedió el Alcázar, al de Barcelona, que recibió el Palacio de Pedralbes, y al de 
Palma de Mallorca, que obtuvo el Bosque y Palacio de Bellver. Incluso, en el sentido 
divulgativo y de acceso al patrimonio histórico–artístico, además de las colabora­
ciones con la labor expositiva de la Misiones Pedagógicas, habría que recordar las 
diferentes reformas museísticas, la gratuidad de acceso a los museos que se concedió 
a los profesores y alumnos, la creación de los Archivos Histórico Provinciales, etc. 
Con todo, sin duda lo primordial y más destacado llevado a cabo en Bellas Artes 
en los tiempos de paz por la República, se desarrolló ya en el bienio reformista (oc­
tubre de 1931–septiembre de 1933), durante cuya mayor parte el MIPBA fue con­
ducido por Fernando de los Ríos (sólo los dos primeros y cuatros últimos meses 
ocuparon la cartera, respectivamente, Marcelino Domingo y Francisco Barnés). 
La línea de actuación seguida se coronó entonces con el avanzado artículo 45 de la 
nueva Constitución, promulgada el 9 de diciembre de 1931 y que establecía: “toda 
la riqueza artística e histórica del país, sea quien fuere su dueño, constituye el tesoro 
cultural de la Nación, y estará bajo la salvaguardia del Estado, que podrá prohibir su 
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exportación y enajenación y decretar las expropiaciones legales que estimare opor­
tunas para su defensa. El Estado organizará un registro de la riqueza artística e his­
tórica, asegurará su celosa custodia y atenderá a su perfecta conservación. El Estado 
protegerá también los lugares notables por su belleza natural o por su reconocido 
valor artístico o histórico”. 
Igualmente, durante este período, para el gobierno de las instituciones museísticas 
y monumentales se desarrolló la apuesta por la fórmula de creación de Patronatos o 
su regulación, así como se fomentó la nueva creación o trasformación de museos. 
Al mismo tiempo, entre otras medidas, se eximió de pagar impuestos a los bienes 
inmuebles del tesoro Artístico, se declararon inalienables los bienes de las congre­
gaciones religiosas y se dispuso la accesibilidad a ellos del público y la obligación 
de catalogarlos y someterlos a vigilancia de comisiones de protección. Otra serie 
de normas, como el Decreto de 19–V–1932, se dirigieron a reestructurar, regular y 
modernizar la administración y cometidos del cuerpo de archiveros, bibliotecarios 
y arqueólogos–museólogos. Mientras que, de cara a la puesta al día con las medidas 
internacionales respecto al tema museístico y la conservación y protección de las 
obras de arte, entre septiembre de 1931 y diciembre de 1933, Orueta intensificó sus 
contactos con el secretario general de la Oficina Internacional de Museos (OIM) que 
tenía la Sociedad de Naciones en París, Euripide Foundoukidis, una personalidad 
que, durante la guerra, nuevamente jugaría un importante papel en la difusión de 
las medidas de protección de nuestro patrimonio y en el impulso de la intervención 
internacional en su salvamento. 
Mas, aunque toda esta actividad desarrollada en el bienio reformista fue impor­
tante, el período destaca mucho más por ser en el que se fraguó, con la relatoría 
de Orueta, la importante Ley de Defensa del tesoro Artístico, aprobada en mayo 
de 1933 (aunque su reglamento de aplicación no llegó hasta abril de 1936), norma 
llamada a tener una gran trascendencia, puesto que, como avancé, perduró sin apenas 
modificaciones hasta 1985.
Frente a ello, el bienio radical–cedista y sus gobiernos de centro–derecha, durante 
los que fueron nombrados dos nuevos y efímeros Directores Generales de Bellas 
Artes ya citados —el pintor Eduardo Chicharro (26–XII–1933 a 12–III–1935) y el 
ateneísta Antonio Dubois (23–III–1935 a 30–IX–1935)—, resultaron más pasivos, 
aunque también promovieron algunas medidas destacadas, como las de creación del 
Patronato encargado de la protección de los jardines histórico–artísticos, la Junta de 
Protección de Madrid (que debía velar por la estructura urbana de la capital) o los 
nuevos museos del Coche, el Encaje y el Pueblo Español; a lo que se añadió alguna 
mejora legislativa, como la que, tras su discurso ante las Cortes en 1935, suscitó y 
logró Francesc Cambó para que la Ley de 1933 también promoviera el mecenazgo 
individual. No obstante, la menguada gestión en tal materia de estos inestables go­
biernos conservadores, culminaría incluso con la mencionada supresión de la DGBA 
en septiembre de 1935.
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Durante ese bienio, por otro lado, Orueta fue nombrado presidente de la Junta 
Superior del tesoro Artístico, por acuerdo unánime de la misma de enero de 1934; 
manteniéndose en el cargo hasta junio de 1936, pues, con su regreso al frente de 
la DGBA, creyó oportuno que lo reemplazara su maestro Manuel Gómez Moreno. 
Dicha Junta había sido creada por la Ley del tesoro Artístico de 1933, y también la 
conformaban otros altos representantes de instituciones relacionadas con las Bellas 
Artes, los museos, la universidad y la protección del patrimonio; dividiéndose en 
secciones y delegaciones locales, aunque sus acuerdos y resoluciones sólo podían 
tener fuerza por orden del Director General de Bellas Artes. Pero, a pesar de que 
tuvo muy grandes atribuciones tutelares sobre el patrimonio artístico5, lo tardío del 
reglamento de aplicación de la referida Ley (abril de 1936) y el estallido de la gue­
rra, le restarían efectividad, pese a que protagonizó algunas destacadas actuaciones y 
sin duda sirvió de inspiración a otras futuras juntas.
La continuidad con la anterior política normativa de los gobiernos de izquierda, 
con todo, llegaría en febrero de 1936, cuando accedió al poder el Frente Popular. 
Éste, repuso a Marcelino Domingo en el MIPBA y a Orueta en la restablecida 
DGBA, actuando en la misma línea que había orientado el bienio reformador. De 
hecho, el mismo preámbulo del Decreto de 24–II–1936, por el que se la reinstauraba, 
instaba a este “órgano de iniciativa y realización” a buscar la máxima eficacia tanto 
en la conservación y conocimiento “de los tesoros artísticos del pasado español”, 
como en el estímulo y divulgación —dentro y fuera de España— “del arte actual”, 
concluyendo con un verdadero esbozo del plan gubernamental, que claramente enla­
zaba con su actuación anterior6.
5 Competía a esta Junta solicitar la declaración de monumentos histórico–artísticos, su inspección 
y solicitud de obras; proponer los arquitectos de zona y su coordinación; aprobar el plan de ex­
cavaciones; autorizar la exportación de objetos artísticos y su permuta; valorar las colecciones 
artísticas; promover la creación de museos públicos, su inspección y coordinación; informar 
sobre la conveniencia del préstamo de obras en exposiciones temporales exteriores y las per­
mutas; informar sobre expropiaciones de edificios por necesidades museísticas; incautar objetos 
artísticos no puestos en conocimiento de la Administración; comprobar los bienes a inscribir en 
el Inventario del Patrimonio Histórico–Artístico; financiar y supervisar la confección y publica­
ción de los catálogos monumentales provinciales; etc.
6 Argüía este Decreto restaurador de la DGBA: “Para ello [el Gobierno] no tiene más que con­
tinuar la labor emprendida de 1931 a 1933: desarrollar lo dispuesto por la ley de Protección al 
tesoro artístico; seguir lo iniciado por los Gobiernos del primer bienio de la República con los 
Museos de Valladolid, toledo, Arte Moderno, Arqueológico Nacional, etcétera; preocuparse de 
la mejora de las enseñanzas artísticas; de la organización de Concursos y Exposiciones; de la 
construcción y adorno de los edificios públicos; del acondicionamiento y catalogación de Archi­
vos y Bibliotecas; de la protección a las manifestaciones musicales; de la depuración artística 
del teatro y de su difusión, especialmente del clásico; etcétera, etc. El índice es tan vasto que 
con razón, aunque tantas veces se haya echado en olvido, “Bellas Artes” es la mitad del nombre 
del Ministerio, y no parece concepto excesivo cuando se piensa en lo que significa fuera de 
España el valor de su Arte antiguo y de su Arte actual”. (Decreto del MIP de 24–II–1936. Otro 
Decreto de la misma fecha nombra a director general a Orueta; ambos en Gaceta de Madrid, nº 
56, de 25–II–1936, p. 1597).
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Simultáneamente, el Gobierno volvía a poner al frente de la DGBA a Ricardo de 
Orueta, quien permaneció en el cargo hasta que, con el Gobierno de Largo Caballero, 
presentó su dimisión al ministro comunista Jesús Hernández en septiembre de 1936. 
Lógicamente, su línea de actuación, como quería el Gobierno, fue de continuidad con 
lo anterior. De manera que el malagueño fue recuperando el control de competencias 
para su departamento y fomentó nuevas medidas; aunque su nueva directiva sobre 
todo se caracterizaría por tener que hacer frente a las primeras medidas de protección 
del patrimonio tras el estallido de la guerra, cuestión para la que a Orueta le fue 
útil su experiencia previa. Fue, por tanto, un período de responsabilidad más breve, 
pero especialmente intenso y decisivo ante los excesos del conflicto y las urgentes 
medidas tomadas; sobresaliendo, además del inicio de la depuración del personal 
desafecto y la adaptación a la situación bélica de las estructuras, la creación —ape­
nas cinco días después de producida la sublevación— de la que acabaría llamándose 
Junta de Incautación y Protección del tesoro Artístico (JIPtA).
Sin embargo, cuando se repuso a Orueta, la escena artística progresista, que pa­
recía muy motivada y —tras el bienio de gobiernos de derechas— creía llegado el 
momento de introducir importantes cambios, sólo percibió con su nombramiento 
la continuidad de unas reformas moderadas y de “tono arqueológico”. Éste, por su 
parte, comenzó intentado estimular la presencia de especialistas españoles en los 
foros internacionales, como en el XIV Congreso Internacional de Historia del Arte, 
previsto celebrar en septiembre de 1936 en Basilea (Suiza) y para el que nombró 
una delegación compuesta por Gómez Moreno, José Ferrandis, Sánchez Cantón, 
torres Balbás, Camón Aznar, López Otero y José López Rey. Mientras, en el plano 
nacional, incluso intentó implicar a otros políticos, como Santiago Casares Quiroga 
—tanto en su etapa de Ministro de Obras Públicas como en la de presidente del 
Consejo—, para prevenir incidentes, dar protección o reconstruir monumentos y es­
pacios museísticos, como hizo en los casos del Monasterio de Guadalupe, el Museo 
y el Convento de San Francisco de Cádiz o la Cámara Santa de Oviedo. Pero lo 
cierto es que serían pocas las medidas de alcance que la DGBA, embarcada en su 
propia reconstrucción, pudo culminar en ese breve período anterior a la guerra7. Y 
7 Con todo, también promovió nuevas normativas, como sus Resoluciones de 16–IV–1936 y 
24–IV–1936, que concedieron a los periodistas acceso gratuito a los museos y monumentos 
nacionales y regularon los modelos de paso de favor. O, entre otros aspectos museísticos, se 
creó a partir de los bienes de Patrimonio de la República el Museo de Armas y tapices (De­
creto de 5–V–1936) y se acometieron reparaciones y remodelaciones museográficas en las 
Salas Americanas y Egipcias del Museo Arqueológico (Orden del MIPBA de 11–III–1936), 
el Museo del Prado (Orden de 27–IV–1936) o el Museo de Bellas Artes de Zamora (Orden 
de 10–IV–1936). Y hay que evocar el importante Decreto de 16–IV–1936, que aprobaba el 
citado Reglamento de aplicación de la Ley de 1933, el cual también regulaba múltiples 
funciones de la Junta Superior del tesoro Artístico y sus Juntas Delegadas. En conexión 
con ello, son de entonces la Orden de 3–VI–1936, por la que el territorio nacional se divi­
dió en una serie de zonas de competencia de los Arquitectos Conservadores de Museos; 
varios decretos con declaraciones de monumentos histórico–artísticos, como las ruinas 
romanas de torre de las Bóvedas en San Pedro de Alcántara (Málaga) o el castillo–basílica 
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bien lo ilustra el caso de su más ambicioso plan, plasmado en la Ley de 5–VI–1936 
y dedicado a la conservación de monumentos singulares; pues contemplaba notables 
excavaciones y adquisición de edificios y terrenos con destino al tesoro Artístico 
(por valor de casi siete millones de pesetas) e intervenciones en 31 monumentos que, 
el golpe militar del 18 de julio, truncaría.
Iniciado el conflicto, las medidas y labores desplegadas por Orueta para intensi­
ficar la protección del patrimonio histórico–artístico, resultarían especialmente tras­
cendentes. Fue él, de hecho, quien, ante el estallido de la guerra, el posicionamiento, 
la desorganización y el peligro para el patrimonio que supuso la incontrolada quema 
de edificios religiosos e incautación de residencias aristocráticas, inició la depura­
ción del personal desafecto a la República en la DGBA y adaptó sus estructuras a las 
nuevas condiciones, promoviendo la creación en Madrid, por Decreto del MIPBA 
de 23–VII–1936, con carácter de emergencia y sin más rótulo, una primera Junta 
para defensa del patrimonio. Ésta, en relación inmediata con la DGBA y compuesta 
por aliancistas (Juan de la Encina, Manuel Sánchez Arcas, Luis Quintanilla, Arturo 
Serrano Plaja, Carlos Montilla Escudero, Emiliano Barral y José Bergamín), quedó 
capacitada para intervenir “con amplias facultades cuantos objetos de arte o históri­
cos y científicos se encuentren en los palacios ocupados, adoptando aquellas medi­
das que considere necesarias a su mejor conservación e instalación y trasladándolas 
provisionalmente, si así lo estimare, a los Museos, Archivos o Bibliotecas del Es­
tado”. Pero, al demostrar la práctica su insuficiencia, a la semana, el nuevo Decreto 
de 1–VIII–1936, que ya la denominó específicamente JIPtA, amplió sus miembros 
y definió mejor sus cargos, al tiempo que ofreció mayor precisión sobre las fun­
ciones de incautación y conservación realizables en nombre del Estado y le asignó 
recursos para su funcionamiento. Ello permitió a esta herramienta de protección del 
patrimonio artístico, histórico y bibliográfico, dotarse pronto de una infraestructura, 
una normativa de actuación y una serie de grupos de trabajo que, organizados en 
comisiones, comenzaron una tímida actuación.
Asimismo, entre ambas disposiciones definidoras de esta Junta, Orueta actuó 
desde la DGBA con suma rapidez, claridad y apego a la legalidad vigente, poniendo 
especial cuidado en el personal autorizado a intervenir y los depósitos fijados para 
recibir las obras. Así, en esa última semana de julio, buscó y consiguió el respaldo 
del Director General de Seguridad, a quien informó sobre la creación de la nueva 
Junta y sus bases legales de actuación (Decreto de 27–V–1931) y le solicitó para sus 
miembros documentos de identificación y facilidades para el transporte de obras al 
Museo del Prado, así como delegación de su autoridad para incautar a favor de los 
Arquitectos de Zona de la Junta Superior del tesoro Artístico (José Rodríguez Cano 
de Santa María la Real ujué (Navarra), y otras muchas órdenes sobre rehabilitación de 
edificios histórico–monumentales, a propuesta de la citada Junta Superior: Capilla de San Mi­
guel en la Seo de Zaragoza, Iglesia de Villalpando (Zamora), Archivo de Simancas, Colegiata 
de Játiva (Valencia), torre de San Martín (teruel), Hospital de Santa Cruz (toledo), Iglesia del 
Cristo de la Vega (toledo), palacio y jardines del Generalife (Granada), etc.
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y Alejandro Ferrant). Igualmente, durante esos mismos días, el malagueño impulsó 
entre los vocales de la Junta recién creada el nombramiento de auxiliares y, con sus 
colaboradores, comenzó a girar visitas a diferentes iglesias y conventos de Madrid 
(Catedral, Descalzas, Encarnación, San Andrés, Santiago, Caballero de Gracia, San 
Ginés, San Antón–Escolapios, Santa Bárbara, Maravillas, Capuchinas, San Plácido, 
Olivar–Dominicos y San Antonio de los Portugueses), terminando por redactar un 
breve informe sobre lo que en cada edificio procedía pasar a custodiar o transportar. 
tras esta primera actuación, realizada en el mes de julio, también se intervino 
rápidamente sobre patrimonio bibliográfico y documental, para lo que fue clave la fi­
gura del filólogo tomás Navarro tomás, director de la Biblioteca del CEH. Se inició 
con el Decreto de 5–VIII–1936, que cesaba en sus funciones a la Junta Facultativa 
del Cuerpo de Archiveros, Bibliotecarios y Arqueólogos–Museólogos y a su Con­
sejo Asesor Consultivo y nombraba para regir sus asuntos a una Comisión Gestora. 
Presidida por Navarro tomás e integrada por varios vocales de dicho Cuerpo, ésta 
debía proponer al MIPBA, en breve plazo, un plan de reorganización. Para la ac­
tuación de esta Comisión Gestora, que estuvo siempre en estrecho contacto con la 
JIPtA, con la que mantuvo una relación de dependencia y puntual información sobre 
las incautaciones a su presidente (que primero fue Orueta y después Josep Renau), 
desde primeros de agosto el historiador malagueño procedió de forma semejante a 
con aquella. De manera que tramitó con la Dirección General de Seguridad los car­
nés de identificación para todo el personal de Archivos, Bibliotecas y Museos que 
intervenían en este tipo de labores y, seguidamente, los comisionados de la JIPtA 
y la Comisión Gestora comenzaron a trabajar coordinadamente. Con ello completó 
Orueta la estructura armada desde la DGBA para el control y la salvaguarda del 
patrimonio histórico–artístico y documental.
Pero no faltaba mucho para que, la prudente y equilibrada actuación organizativa 
de Ricardo de Orueta, hubiera de variar e intensificarse al ritmo impetuoso de los 
tiempos bélicos. El cambio de Gobierno del 4 de septiembre de 1936, que puso al 
frente del MIPBA al ministro comunista Jesús Hernández, conllevó la dimisión del 
malagueño, quien pronto sería evacuado a Valencia con otros intelectuales y, tras su 
regreso a Madrid, moría allí el 10 de febrero de 1939, muy poco antes de la entrada 
de Franco.
2. La gestión centralizadora y propagandista de Josep Renau
(Septiembre 1936–abril 1938)
La orientación que guió la gestión del sucesor de Orueta, el activo Josep Renau, 
quien llegaba al cargo con 29 años y grandes inquietudes, fue muy diferente a la 
institucionista y constituyente de su antecesor. Este joven y resuelto creador valen­
ciano, también prominente aliancista de la capital levantina, en la que había fun­
dado la unión de Escritores y Artistas Proletarios (1932) y la revista Nueva Cultura 
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(1935), era un prometedor cartelista que había acusado la influencia del alemán John 
Heartfield —iniciando la introducción en España del fotomontaje político— y que, 
desde los inicios de la República, además de su compromiso político, venía abrién­
dose hueco en los medios oficiales de promoción creativa y profesional. Aparte de 
sus numerosos trabajos y colaboraciones en editoriales privadas y políticas, Renau 
se había ido acreditando como artista gráfico en diferentes concursos nacionales y, 
desde marzo de 1933, también ejercía la docencia en la Escuela Superior de Bellas 
Artes de San Carlos de Valencia, en la que, además, desde mayo de 1936 asimismo 
participaba en sus más notables tareas administrativas.
Su nombramiento como Director General de Bellas Artes tuvo lugar el día 9 de 
septiembre de 1936, apenas transcurridos cinco días de la formación de un nuevo 
Gobierno por el socialista Largo Caballero (4–IX–1936 a 17–V–1937), quien había 
concedido la cartera de Instrucción Pública al comunista Jesús Hernández, hasta en­
tonces diputado por Córdoba y director del Mundo Obrero. El equipo que formó 
Hernández se apoyó especialmente en la Alianza de Intelectuales Antifascistas, que 
aglutinaba a un gran número de intelectuales de amplio espectro y visión frentepo­
pulista y de la que el ministro extrajo a la mayor parte de los nuevos cargos, incluido 
Renau. Al mismo tiempo, el nuevo ministro y sus colaboradores decidieron impulsar 
la utilización propagandística de todas las actividades culturales y artísticas. En con­
secuencia, Hernández se planteó potenciar y aumentar la visibilidad de las funcio­
nes más creativas y vitales de la DGBA, priorizando su dedicación a las labores de 
agitación y propaganda, como pusieron de manifiesto medidas tan elocuentes como 
el cargo ofrecido al joven cartelista y publicista Renau o los tempranos y respecti­
vos nombramientos de Pablo Picasso y Rafael Alberti para directores del Museo del 
Prado y del Museo Romántico, posiblemente sugeridos por el valenciano.
Pero también era primordial el aspecto organizativo y la salvaguarda patrimonial 
que imponía la guerra, a lo cual había comenzado dando una gran importancia el 
antecesor del valenciano en la DGBA. De hecho, Renau, que sobre los motivos de 
su nombramiento (aparte la militancia política y su nada despreciable bagaje y pre­
sencia como artista avanzado, profesor y publicista), principalmente destacó luego 
su codirección con Max Aub “del diario Verdad, órgano de unidad comunista–socia­
lista”, sus propios “contactos activos con la Junta de Protección del Tesoro Artístico 
de Valencia” y la experiencia restauradora y proteccionista obtenida a través de la 
temprana formación iniciada con su padre, también comentó que el aspecto más im­
portante que se le encomendó al ofrecerle el cargo “consistía en la organización de la 
defensa del patrimonio cultural de nuestro pueblo”8.
tras su nombramiento, que —aunque también codiciado por tan significativos 
camaradas como Alberti— fue recibido con gran expectación entre los sectores más 
avanzados, Renau estuvo al frente de la DGBA9 durante dos gobiernos y, junto a 
8 RENAu, Josep: Arte en peligro, 1936–39, Valencia, Ayto. de Valencia, 1980, pp. 12–13 y 17.
9 A esta labor he dedicado los siguientes trabajos, en los que se pude ampliar la información: 
Josep Renau, arte y propaganda en guerra, Madrid, Ministerio de Cultura, 2007; “Renau y el 
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ellos y sus orientaciones, en las tres sedes de la capitalidad republicana: Madrid, 
Valencia y Barcelona. Pero, a pesar de los cambios de situación, la orientación que 
siguió el valenciano, en consonancia con su ministro, siempre estuvo dirigida a con­
trolar, aumentar las atribuciones y centralizar los servicios y funciones de la DGBA, 
sacando la máxima rentabilidad propagandística a las actuaciones emprendidas. Esta 
línea de acción, visible ahora en todo el MIPBA, también fue, no obstante, la que 
estuvo en la base de muchas de las medidas administrativas tomadas tanto durante la 
etapa de gobierno de Largo Caballero, como en la siguiente del primer gobierno del 
socialista Juan Negrín (17–V–1937 a 8–IV–1938). Con este último, además, aunque 
no varió la cartera y equipo de Hernández, las orientaciones y reformas emprendi­
das sí sufrieron cierta ralentización y recortes. De manera que la DGBA, que desde 
enero de 1937 había alcanzado plenas y exclusivas atribuciones sobre el patrimonio 
histórico–artístico, desde el 19 de mayo las vio mermadas, al sustraer de sus com­
petencias la tutela del Patrimonio de Bienes de la República (que pasó a ser ejercida 
por el Ministerio de Hacienda). 
En medio de este doble contexto institucional de fomento y propaganda, se desa­
rrolló —no sin desconfianzas y nuevas necesidades— la sincera preocupación por la 
salvaguarda del patrimonio, que llenó una parte muy sustancial de la gestión desarro­
llada por Renau, a quien sin duda llamó Hernández en 1936 porque reunía algunas 
de las características fundamentales requeridas. Y su actuación en nada defraudó las 
expectativas de este ministro, quien se había declarado partidario de una política de 
bellas artes impulsora de la conservación y popularización de la riqueza artística, 
alejada de lo “puramente arqueológico” y contemplada como una excelente vía de 
propaganda y potenciación de la visibilidad de los mensajes, al contacto con la cul­
tura y el arte contemporáneos.
Así, ha de remarcarse la voluntad actualizadora y modernizadora del nuevo 
equipo, que intentó integrar al arte contemporáneo y vivo en los heredados esque­
mas regeneracionistas e institucionistas, siempre más volcados sobre las tareas de 
conservación y salvamento artístico. En esta línea, el quehacer de Renau al frente 
de la DGBA, además de una clara reestructuración centralizadora, se repartió tanto 
entre la puesta a salvo del patrimonio y la visibilidad de esta actuación, como en dar 
cauce eficaz a la agitación y propaganda a través de los medios artístico–culturales. 
Por otro lado, los colaboradores más cercanos y eficaces que tuvo Renau mientras 
permaneció en el cargo, reflejaron bien esa disposición integradora y actualizadora.
Pabellón Español de 1937 en París, con Picasso y sin Dalí”, en BRIHuEGA, J. (comisiario): 
Josep Renau (1907–1982). Comprimís y cultura, Valencia, universitat de València–SECC, 
2007, pp. 140–167; “El recuerdo de Josep Renau y su actuación ante el Guernica”, Laberintos, 
nº 8–9, Valencia, 2007, pp. 207–235; “Josep Renau, Director General de Bellas Artes”, en CA­
BAñAS BRAVO, M.; LÓPEZ–YARtO, A. y RINCÓN, W. (Coord.): Arte, poder y sociedad en 
la España de los siglos XV a XX, Madrid, CSIC, 2008, pp. 369–387; y “Josep Renau, un joven 
director general de Bellas Artes valenciano para los tiempos de guerra”, en AZNAR, M.; BA­
RONA, J.L. y NAVARRO, J.: València, capital cultural de la República (1936–1937), Valencia, 
PuV–SECC, 2008, pp. 377–408.
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Principalmente fueron tres: el escritor y abogado Antonio Deltoro, que vino con 
él de Valencia y se convirtió en su secretario particular (y desde 1938 en Secretario 
de Ediciones y Publicaciones de la DGBA), y dos colaboradores más que, cuando 
llegó Renau, ya estaban prestando sus servicios en el MIPBA en relación tesoro 
Artístico: el arquitecto Roberto Fernández Balbuena y el acreditado pintor timoteo 
Pérez Rubio, subdirector del Museo de Arte Moderno desde 1931. El arquitecto ma­
drileño, a mediados de diciembre de 1936, se convirtió en Delegado en Madrid de 
la DGBA (con plenos poderes) y, a comienzos del año siguiente, tanto en Presidente 
de la Junta Delegada del tesoro Artístico de Madrid (con atribuciones en toda Cas­
tilla la Nueva a partir de febrero de 1937) como en director interino de la Escuela 
Superior de Bellas Artes, así como, desde enero de 1938, al tiempo que dejaba la 
presidencia de la referida Junta madrileña, en subdirector interino del Museo del 
Prado. Por su lado, el pintor extremeño Pérez Rubio, que contrariamente a su compa­
ñero permaneció casi todo el tiempo en Valencia, presidió la Junta Central del tesoro 
Artístico desde abril de 1937 y fue quien sustituyó interinamente a Renau como Di­
rector General de Bellas Arte cuando, a finales de junio, hubo de ausentarse varios 
meses para la organización del Pabellón de España en la Exposición Internacional de 
París.
A la llegada de Renau al cargo en septiembre de 1936, aunque las estructuras per­
vivían a duras penas, su equipo pronto contó con unos objetivos concretos, tendentes 
a que la DGBA centralizara sus estructuras y tomara el control de todos los asuntos 
referentes al patrimonio; lo cual se habría de conseguir mediante el triple objetivo de 
recuperar las obras de arte en posesión de las organiza ciones obreras, la supresión 
de las iniciativas de otros organismos ministeriales, locales o provinciales y la coor­
dinación y centralización de las inconexas Juntas del tesoro Artístico. Sin embargo, 
todo ello realmente no comenzó a articularse e irse plasmando eficazmente hasta di­
ciembre de 1936, con el Gobierno ya en Valencia. De hecho, a mediados de ese mes 
empezaron a reformarse las Juntas citadas, poniéndose en conexión con los Consejos 
Provinciales de Cultura. A inicios de enero de 1937, la DGBA adquirió competencias 
exclusivas sobre el tesoro Artístico (aunque la llegada de Negrín pronto las limitara) 
y, a partir de febrero y durante los meses siguientes, la reorganización y centraliza­
ción de servicios prácticamente modificó todas las antiguas estructuras de la DGBA, 
surgiendo los Consejos Centrales, las Comisiones y las nuevas Secretarías.
Así, a mediados de febrero, apareció el Consejo Central de Archivos, Bibliotecas 
y tesoro Artístico (CCABtA), dependiente de la DGBA, presidido por Renau y con 
Navarro tomás como vicepresidente. Este nuevo órgano subdividía sus tareas en las 
tres Secciones a las que refería su nombre; las cuales, a su vez, se estructuraban en 
Subsecciones10. Dependiente del CCABtA, en abril (Orden de 5–IV–1937) se creó 
10 El Decreto de creación del CCABtA, de 16–II–1937, le otorgaba la misión de coordinar la 
labor de todos los establecimientos y servicios relacionados con sus tres secciones. De la Sec­
ción de tesoro Artístico, pasaban a depender “todos los Museos Artísticos y Arqueológicos 
dependientes del Estado”, así como los servicios regidos hasta la fecha por la Junta Superior del 
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la Junta Central del tesoro Artístico (JCtA), presidida por Pérez Rubio y dotada de 
capacidad tanto de proponer la ratificación o reorganización de las Juntas Delegadas 
que ya existían, como de crear otras nuevas en las provincias donde no las hubiera 
o en localidades donde excepcionalmente se hiciera necesario implantar Subjuntas. 
Ello haría que, seguidamente, se crearan en varias provincias nuevas Juntas Dele­
gadas —como la de Cuenca, entre otras— o se reorganizasen algunas existentes 
—como la de Murcia, entre varias más—. En el mes de junio, a semejanza del CCA­
BtA, también nacieron los Consejos Centrales de la Música y del teatro, ambos 
igualmente presididos por Renau, y, en el mes de julio —con intención de unificar 
la acción ejecutiva de la DGBA y vincular la de los Consejos existentes— surgieron 
la Comisión de Artes Plásticas (integrada por Juan Prat, Francisco Carreño y Gori 
Muñoz) y la Comisión de Artes Literarias (integrada por Emilio Prados, María Zam­
brano y Antonio Porras), creándose una Secretaría Administrativa en el propio seno 
de la DGBA para unificar la acción. 
Se trató de un proceso que iba a culminar en enero de 1938, con el traslado de 
todas estas estructuras a Barcelona (donde también se llamó a Ángel Ferrant con vis­
tas a la organización de un nuevo Consejo Central de Artes Plásticas, que no llegó a 
entrar en funcionamiento) y con la creación en el mismo mes, igualmente en el seno 
de la DGBA, de dos nuevas secretarias: la General de Bellas Artes, para resolver 
los asuntos de trámite (regentada por Alejandro Ferrant) y la de Ediciones, con la 
misión de centralizar todos los servicios de publicaciones del departamento (regida 
por Deltoro).
Con la guerra y sus necesidades como fondo, fueron la articulación centraliza­
dora de todas estas estructuras administrativas y el apoyo en unos funcionarios e 
intelectuales dinámicos y motivados los principales agentes que permitieron a la 
DGBA mejorar la ejecución de sus cometidos. De esta manera, la responsabilidad y 
la gestión de Renau se vinieron a situar en medio de las grandes medidas tomadas en 
aquellos momentos bélicos, luego convertidas en verdaderos hitos. Su acción centra­
lista partió, fundamentalmente, de la concentración de la gestión administrativa y de­
cisoria en las tres capitales que sucesivamente tuvo la República (Madrid, Valencia y 
Barcelona), pero también buscó la proyección intencional, con la mirada y la acción 
principalmente puesta en París, donde realizó varios viajes. Y, además de acome­
ter una notable labor reorganizadora, centralizadora y subordinante de los servicios 
tesoro Artístico y la JIPtA; además quedaba compuesta por las Subsecciones de Conservación 
de Monumentos Histórico–Artísticos, Excavaciones, Organización de Museos, Adquisiciones, 
Fichero Artístico, Arte Contemporáneo y Difusión y Fomento de la Cultura Artística; perma­
neciendo la citada JIPtA “adscrita, previa reorganización por el Director General de Bellas 
Artes, a la Subsección de Adquisiciones”. En cuanto a los cargos, la Orden de 25–X–1937, tras 
la presidencia y vicepresidencia generales ocupadas por Renau y Navarro tomás, nombró pre­
sidente de la Sección de Archivos a Agustín Millares, de la de Bibliotecas a Navarro tomás y 
de la de tesoro Artístico a Ángel Ferrant; así como secretario general de todo el Consejo a José 
Giner Pantoja. Para las citadas Subsecciones de la Sección de tesoro Artístico, se nombraba se­
cretario, respectivamente, a Alejandro Ferrant, Juan Carriazo, Mariano Rodríguez Orgaz, Pérez 
Rubio, Manuel Gómez Moreno, Roberto Fernández Balbuena y Pablo Gutiérrez Moreno.
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de su competencia, se desplegó y desarrolló en dos grandes ámbitos de actuación: 
el de la protección, fomento y difusión de nuestro patrimonio artístico–cultural y, 
ligado a ello y los requerimientos de la guerra, el de la propaganda y el activismo 
socio–cultural.
Dada la temática del congreso, me interesa ahora insistir especialmente en el 
primero, aunque con frecuencia el segundo quedara muy vinculado en la gestión 
de Renau. Así, aparte de las propias tareas de estructuración de los organismos y 
de otras acciones menos conocidas que enlazaron la doble vertiente citada, el va­
lenciano se hizo muy presente en la defensa del patrimonio artístico a través de las 
reorganizaciones y el control de las Juntas del tesoro Artístico y otros órganos y el 
logro efectivo de las evacuaciones de valiosas colecciones artísticas y bibliográficas 
de Madrid y otros lugares acosados: Museo del Prado, Biblioteca Nacional, Palacio 
de Liria, Monasterio del Escorial, tesoro de la Catedral de toledo, teruel, etc. Él 
mismo, posteriormente, otorgó gran significación a algunas actuaciones específicas 
en las que tuvo especial protagonismo, como la que llamó “misión artística en to­
ledo”, o más generales, como la evacuación a Valencia y luego a Barcelona de las 
obras del Palacio de Liria, el Museo del Prado y otras grandes colecciones. Aunque 
también concedió gran importancia a ciertas intervenciones en el exterior; pues, por 
ejemplo, en 1937, aparte de su importante actuación propagandista y sus fotomon­
tajes en torno al Pabellón de España en París, en esa misma capital ofreció, ante un 
selecto y atento grupo de museólogos y especialistas de la OIM (órgano vinculado 
a la Sociedad de Naciones), una importante y documentada conferencia sobre las 
labores y medidas emprendidas para la protección del patrimonio en la zona republi­
cana, conferencia que ayudó mucho al positivo replanteamiento internacional sobre 
lo que éste bando hacía en este aspecto y acabó revistiendo una gran trascendencia. 
Pero a ello también habría que añadir su responsabilidad misma en la protección de 
monumentos contra los bombardeos y la movilización y habilitación de depósitos en 
diferentes lugares para miles de creaciones; el fomento de concursos y exposiciones 
de arte; la realización de otras conferencias e informes con miras internacionales 
sobre la defensa del tesoro artístico; la conducción de visitas de técnicos extranjeros; 
la publicación de folletos, libros y álbumes; etc.
Por otro lado, muchas de las actividades de propaganda y activismo socio–cultu­
ral, a las que decía que refiere el segundo ámbito de su actuación, estuvieron ligadas 
a otras medidas del primer ámbito o también se pusieron a su servicio. Se puede 
recordar, pues, la creación y renovaciones de instituciones (Ministerio de Propa­
ganda, Archivo de Guerra, Patronatos de turismo y Misiones Pedagógicas, etc.); la 
promoción a través del cartel, las publicaciones y otros medios impresos y gráficos; 
el impulso dado a los diseños propagandísticos en los espacios públicos; la reac­
tualización intencionada de mitos y obras (como la guerra de la Independencia o 
Goya); la captación y colaboración de numerosos artistas e intelectuales del interior 
y el exterior (destacando mucho el apoyo que consiguió de Picasso y otros artistas 
residentes en París); la proyección exterior con el mítico Pabellón Español de París 
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en 1937 y otras iniciativas de menor fortuna (como la exhibición de los grandes 
maestros del Museo del Prado en el del Louvre); la realización de grandes estruc­
turas promocionales y eventos populares y culturales donde se recordó la labor de 
salvaguarda del patrimonio y se empleó la creatividad popular (como el desfile de la 
Fiesta del Niño o las Fallas antifascistas en la Valencia de 1937); la estimulación y 
organización de determinadas exposiciones; etc.
En cuanto a la que por muchos, incluso por él mismo, se considerará la actuación 
estrella de su gestión al frente de la DGBA, esto es las medidas tomadas para la 
protección del patrimonio artístico–cultural que conllevaron su evacuación, una de 
las últimas quejas de nuestro Director General fue sobre la in comprensión del Minis­
terio de Hacienda hacia los problemas del tesoro Artístico. un problema constante 
de competencias, suspicacias y falta de recursos, que no haría sino irse agravando, 
pues precisamente una de las postreras firmas que tuvo que estampar Renau, antes 
de presentar su dimisión al nuevo ministro el 22 de abril de 1938, fue para reali­
zar una nueva adscripción de la JCtA, lo que tenía por finalidad —argüirá luego— 
“asegurar la continuidad” de la labor de salvaguarda del patrimonio por los nuevos 
gestores ministeriales11. Y, efectivamente, el 9 de abril, por Decreto “reservado” de 
la Presidencia del Consejo de Ministros, las Juntas y todo lo vinculado al Patrimo­
nio Histórico–Artístico pasaron a depender del Ministerio de Hacienda, lo que tenía 
como objetivo —se justificaría— “asegurar la unidad de acción que requieren los 
actuales momentos en la gestión de las propiedades del Estado”. Era ya uno de 
los múltiples y más peligrosos obstáculos con los que, a pesar de otros evidentes lo­
gros, se encontraría la labor de estas Juntas en su etapa final; que, con todo, en medio 
de numerosos azares y sacrificios, con el apoyo internacional, conseguiría culminar 
la gesta de poner a salvo en Ginebra una célebre parte de nuestro tesoro Artístico.
3. Epílogo. Balances, continuidad e influencia
Las gestiones de dos nuevos Directores Generales de Bellas Artes fueron las que, 
en materia de protección de nuestro patrimonio, completaron desde la DGBA la ac­
tuación republicana última. Es decir, por un lado, la más neutra y dispersa del anar­
quista Francesc Galí Fabra (entre el 22–IV–1938 y el 20–III–1939), cuya tarea fue 
más dependiente de otras administraciones y de la ayuda internacional, y, por otro, la 
del último Director General de Bellas Artes republicano, Eduardo Ruiz Alcalá (entre 
el 20–III–1939 y el 31–III–1939), cuya brevísima y restituidora actuación, esen­
cialmente tendió a proteger e inmovilizar el tesoro artístico custodiado en Madrid y 
Cartagena.
Comparadas con las actuaciones de sus predecesores en el cargo, al tiempo que 
menos comprometidas y autónomas, las de Galí y Ruiz Alcalá fueron gestiones más 
dispersas y desarticuladas que las de Orueta y Renau, aunque desde sus respectivos 
11 RENAu, Josep: op. cit., 1980, p. 14.
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reductos catalán y madrileño fueron las que culminaron lo que pudo hacer la Repú­
blica en sus últimos momentos. Mucho debieron éstas nuevas gestiones, no obstante, 
tanto a las disposiciones legales, como a las estructuras y el entregado personal que 
les legaron el malagueño y el valenciano.
Haciendo balance sobre este legado de Orueta y Renau, hay que resaltar que, 
durante los pioneros períodos directivos del primero, que básicamente coincidieron 
—aparte del contiguo Gobierno Provisional— con los gobiernos de centro–izquierda 
presididos por Azaña entre 1931 y 1933 y su continuidad en los gobiernos frentepo­
pulistas de 1936 —inicialmente también presididos por Azaña antes de su acceso a la 
presidencia de la República—, prácticamente se elaboró y se puso en vigor la norma­
tiva legal más importante respecto a la protección del patrimonio, sin que, los otros 
titulares de la conservadora etapa intermedia, alcanzaran la misma significación y 
actitud previsora de cara a su salvaguarda y sus riegos durante los conflictos civiles 
y armados. Así, con el apoyo en esta base normativa, la DGBA y los gobiernos fren­
tepopulistas que se sucedieron hasta septiembre de 1936, pudieron dar urgente inicio 
a las primeras medidas de salvaguarda del patrimonio que precisó el estallido de la 
guerra.
Luego, durante su largo curso, el compromiso con su defensa fue desarrollando 
unas estructuras, normativas y actuaciones más intensas y complejas, que se hicieron 
especialmente brillantes, centralistas y propagandistas en el período que Jesús Her­
nández y Josep Renau rigieron el MIPBA y la DGBA. Así, a la labor de base del eru­
dito malagueño sucedió la gestión reestructuradora e implicada del joven y dinámico 
artista comunista Renau, toda la cual se desplegó ya durante el periodo bélico, orien­
tándose hacia dos aspectos esenciales. El primero, que es en el que más quiero insistir 
ahora, fue el enfocado hacia la labor sin precedentes de movilización y salvaguarda 
del patrimonio artístico–cultural en tiempos bélicos, que comprendieron también otras 
actuaciones de reestructuración y control de los servicios y funciones del organismo. 
El segundo fue el que enlazó su gestión con intervenciones propagan dísticas y de 
activismo socio–cultural, en las cuales insistió Renau en España y en el extranjero con 
los instrumentos creativos y promocionales disponibles desde la DGBA.
Estas importantes gestiones y su fuerte proyección administrativa, cuyos obje­
tivos últimos respecto a la salvaguarda del patrimonio habían permeabilizado en la 
mayoría de los responsables y gobernantes republicanos, hasta casi sentirlos como 
un compromiso propio, desde mi punto de vista, fueron el principal fundamento de 
las ya más desarticuladas gestiones de la última etapa citada, la protagonizada por 
Galí y Ruiz Alcalá. Con todo, al fin y al cabo esta última fue en la que se consi­
guió poner a salvo no poco de lo más granadito de nuestro tesoro artístico mueble 
y situarlo en Ginebra, culminando un proceso que, respecto a las preocupaciones de 
la II República por el patrimonio artístico–cultural, dadas las circunstancias, puede 
referirse como hito modélico.
Cuando, al iniciarse abril de 1939, terminaba oficialmente la Guerra Civil espa­
ñola, este capítulo aún no se había cerrado. El abandono de la Sociedad de Naciones 
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por parte del Gobierno de Franco a comienzo de mayo, le hizo a éste más urgente 
conseguir la repatriación de las obras que se protegían en Ginebra, iniciándose su 
reexpedición a España. Aunque se consentiría que, con un selecto grupo que casi 
alcanzaba las doscientas, se organizara allí una magna exposición, que permaneció 
abierta más de tres meses, en medio de un enorme éxito. Sin embargo, el comienzo 
de la Segunda Guerra Mundial a comienzos de septiembre, avivó la urgencia del 
Gobierno de Madrid de recuperar estas obras, que el 9 de septiembre se recibían en 
la capital española con gran entusiasmo. 
Con el retorno de esa escogida parte de nuestro tesoro artístico, puesta bajo la 
custodia internacional, concluía con gran éxito la más conocida y destacada gesta de 
salvaguarda de nuestro patrimonio artístico–cultural, aunque hubiera muy poco reco­
nocimiento hacia sus mayores protagonistas. Pero, además, toda la grave aventura en 
la que se había visto inmerso el patrimonio artístico español, aparte de otras grandes 
enseñanzas morales y técnicas, legaba a los contendientes en el conflicto bélico in­
ternacional ya iniciado una de inmediata aplicación y trascendencia. 
En efecto, aunque en la determinación de las autoridades republicanas de eva­
cuar el tesoro artístico y someterle a su propio peregrinaje en las sucesivas capitales, 
además de las influyentes motivaciones preventivas y protectoras comentadas, exis­
tieron razones políticas de control directo de este apreciado bien, lo cierto es que, la 
medida de la evacuación realizada durante la Guerra Civil española, constituyó una 
trascendente experiencia, que enseguida se pudo aplicar en la Segunda Guerra Mun­
dial y que le presta mayor valía. Y es que si, hasta entonces, las recomendaciones 
de la Oficina Internacional de Museos de la Sociedad de Naciones eran que, en los 
casos de conflictos bélicos y civiles, se dispusieran medidas de seguridad in situ y se 
evitaran en lo posible los traslados de obras, tras los convincentes informes que au­
toridades como Renau presentaron en su sede parisina y todo lo ejercitado en nuestra 
guerra, sus orientaciones cambiarían notablemente en el nuevo sentido. 
Así, años después, bien podía escribir el valenciano que, hallándose ya en el 
exilio mexicano, por varios conductos habían empezado a llegarle “noticias e indi­
cios de que en algunos países europeos de ambos bandos”, sin que supiera precisar 
cuántos ni cuáles, “la preservación de los respectivos patrimonios artísticos se ha­
bían efectuado conforme a las experiencias de la guerra de España”, descritas por­
menorizadamente en el documento expuesto en París12. Y no le faltaba razón, pues, 
ciertamente, una de las primeras y más significativas evacuaciones efectuadas poco 
después de acabar nuestra guerra, fue la del Museo del Louvre, que el 25 de agosto 
de 1939 cerró sus puestas y, con objeto de proteger sus fondos de los combates, los 
trasladó al sur francés, siguiendo el ejemplo español. En 1944, el mismo Franco, 
aprovechando la ocasión de emular el episodio de la ayuda internacional en la gesta 
republicana, ofreció al colaboracionista mariscal Pétain traerlos a España mientras 
durara el conflicto, aunque el dirigente francés rechazó la oferta.
12 Ibídem, 1980, p. 19.
